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Lugar y Fecha: Virtual a través de la plataforma Microsoft Teams – 29 de septiembre de 2025 09:00 AM a 12:40 PM

Objetivo de la reunión: SiGT Comité Técnico de Interoperabilidad IP/REV – Novena Sesión
Orden del Día:
1.Verificación del Quorum

2.Saludo de la directora de Infraestructura y presidente de la sesión Ing. Liliana Yanneth Bohórquez Avendaño

3.Verificación compromisos acta comité 27 de junio 2024

4.Temas operativos:

4.1 Reporte sobre la información tecnológica de cada estación de peaje.

4.2   Categorización vehicular de acuerdo con la información recibida por parte de los operadores.

4.3 Resultados de las revisiones realizadas con actores estratégicos.

4.4 Mejoras realizadas al sistema.

4.5 Resultados de la homologación de códigos de la estación de carril de acuerdo con la información recibida por parte de los operadores.

4.6 Pruebas piloto del modelo de seguridad.

4.7 Carril reversible en el SIGT

5.Sesión de preguntas

6.Varios

7.Conclusiones y compromisos

8.Publicación del acta en la página de COLPASS.
	Desarrollo del Orden del día:
1. Verificación de Quórum

Se realizó el llamado a los representantes de los diferentes operadores e intermediadores, confirmando la presencia de la

 mayoría de los actores estratégicos del sistema IP/REV.

2. Verificación de Compromisos del comité del 27 de junio
3. Temas operativos (Grupo TIC):
4.1
Reporte sobre la información tecnológica de cada estación de peaje 
En el desarrollo de los temas operativos, se informa que, mediante oficio, se solicitó a los operadores el reporte actualizado de la información tecnológica correspondiente a cada estación de peaje. El propósito de esta solicitud es verificar y asegurar que los elementos de hardware y software de las estaciones continúan cumpliendo con lo establecido en la resolución vigente. Se recuerda que, al momento de solicitar la habilitación, los operadores remitieron un certificado expedido por un ingeniero electrónico o de sistemas, en el cual se declaraba el cumplimiento de los requisitos definidos en la resolución y sus anexos técnicos. Por tal motivo, se considera necesario realizar una revisión exhaustiva de dicha información.
Se requiere conocer en detalle la infraestructura de software y hardware de los controladores de carril, con el fin de identificar posibles escenarios no contemplados en los desarrollos y pilotos que se están implementando para el esquema de seguridad. Dado que cada operador dispone de una infraestructura particular, resulta fundamental contar con información precisa sobre estos aspectos. Adicionalmente, una de las principales quejas recibidas por parte de los usuarios, y que ha sido retroalimentada por la Superintendencia y el Ministerio, corresponde a errores en la categorización vehicular, los cuales derivan en cobros incorrectos. Por ello, se solicita información sobre la sensoria y las cámaras utilizadas para determinar la categoría de los vehículos en cada estación de peaje.
De los 48 operadores, se ha recibido información tecnológica por parte del 46%, mientras que el 54% restante aún no ha remitido la información solicitada. Es decir, más de la mitad de los operadores no han cumplido con este requerimiento. Asimismo, se solicita que la información proporcionada sea detallada por cada peaje, ya que en algunos casos se ha recibido información general y no específica por estación.
Se ha observado que en ciertas estaciones de peaje aún no se cuenta con antenas que cumplan con las normas ISO 180063 y 29167, tal como lo exige la resolución. Es fundamental conocer el sistema operativo, la memoria disponible y los lenguajes de programación soportados por las unidades, aspectos relevantes para el desarrollo del esquema de seguridad y la identificación de escenarios adicionales que deban ser abordados.
4.2 Categorización vehicular de acuerdo con la información recibida por parte de los operadores
En relación con la categorización vehicular, la resolución establece que, al acercarse un vehículo a un carril IP/ REV, se realiza la lectura del dispositivo TAG RFID, se consulta la base de datos del sistema y se verifica si el TAG está habilitado en la lista positiva y no en la negativa. Además, se determina si el pago es pre o postpago y, en caso de ser prepago, se verifica la existencia de saldo suficiente para cubrir la tarifa. Los periféricos del carril registran la placa del vehículo y detectan su categoría, definiendo así la tarifa a cobrar. La plaza de peaje remite al COP la información de los pasos realizados, y el sistema de interoperabilidad resuelve las discrepancias de categoría, determinando las tarifas correspondientes. Cada operador envía a los intermediadores el reporte de los pasos realizados y la tarifa asociada a los clientes con TAG RFID.
    4.3.  Resultados de las revisiones realizadas con actores estratégicos
En el SIGT, se está trabajando para aprovechar al máximo los datos disponibles. Uno de los informes en desarrollo busca identificar las discrepancias entre operadores e intermediadores, con el fin de analizar sus causas y proponer soluciones. Se ha detectado que, en muchos casos, las discrepancias de categoría no se resuelven internamente por el operador, sino que se trasladan al intermediador, lo cual no se ajusta al procedimiento definido en la resolución. Por ello, se están generando métricas y construyendo bases de datos que permitan medir, controlar y mejorar estos procesos.
Como resultado de las mesas de trabajo, se cambió la metodología para evaluación de tiempos de lectura y reporte de listas excluyendo los casos que fueran extremadamente largos pues estos son casos excepcionales y afectan significativamente el promedio. Por lo tanto, se encontró que el 61% de los operadores reporta información en menos de 5 minutos, lo cual representa una mejora considerable. El 9% se encuentra entre 5 y 8 minutos, y el 30% restante supera los 8 minutos. Existen casos puntuales con tiempos superiores a 50 minutos, que requieren un análisis detallado. Se compartirá la base de datos utilizada para que los operadores puedan revisar y, especialmente, aquellos que se encuentran fuera del rango óptimo informen sobre las causas. Se observa que los operadores que participaron en las mesas de trabajo presentan mejores indicadores, lo que evidencia la efectividad de estas sesiones. El objetivo es que la totalidad de los 48 operadores logre reportar en menos de 5 minutos.

Con los intermediadores se realizaron tres mesas de trabajo, en las cuales se analizaron los tiempos promedio, mínimos y máximos de reporte. Se identificó una situación particular con los compañeros de F2X, cuyos tiempos presentan un desfase significativo, con un retraso mínimo de 2511 minutos. Se propone realizar una mesa de trabajo específica para revisar esta situación.
Actualmente, se está depurando la métrica para obtener datos más precisos, considerando que los tiempos reportados incluyen etapas de conciliación entre intermediador y operador, hasta la confirmación final del paso por parte del intermediador al SGT. Los tiempos analizados corresponden al periodo del 22 al 26 de septiembre.
Adicionalmente, se realizó una mesa de trabajo con los intermediadores para abordar la duplicidad de placas, problemática que genera afectaciones a los usuarios y se encuentra entre las principales causas de quejas. Se identificó que el 8.2% de las placas en el SIGT están duplicadas, es decir, registradas en dos o más intermediadores. Se revisaron los porcentajes de duplicidad por intermediador y se concluyó que el servicio web de consulta de placas del Ministerio arroja únicamente el último estado de la placa, situación que requiere ser ajustada para mejorar la trazabilidad y confiabilidad del sistema.

4.4 Mejoras realizadas al sistema
 Se informa que, actualmente, el servicio de consulta de placas arroja únicamente el último estado registrado de cada placa. Conforme a la resolución vigente, cuando un intermediador da de baja una placa, tiene la obligación de continuar notificándola en las listas totales durante un periodo de 30 días. Esta situación ha generado que, en diversas ocasiones, la consulta muestre placas que ya han sido retiradas, sin considerar estados anteriores en los que la placa permanecía activa con otros intermediadores. Esta circunstancia ha sido identificada como una de las principales causas de inconsistencias en el sistema.
Adicionalmente, se está trabajando en la actualización de la documentación técnica para la marcación de carriles. En las mesas de trabajo realizadas con los operadores, se identificó que, en múltiples ocasiones, el nombre reportado en los pasos no coincide con el nombre registrado en la habilitación, debido a las restricciones del sistema (swagger), que no permite el uso de caracteres especiales y admite espacios. Por tal motivo, se está actualizando la documentación para garantizar claridad y uniformidad en la marcación de carriles.
Como compromiso adquirido por el Ministerio, se enviará a los intermediadores el detalle de la información para su revisión. Asimismo, se solicita a los intermediadores realizar un barrido en sus bases de datos de placas, con el fin de analizar si están reportando placas activas que ya no se encuentran en el sistema.
En consecuencia, se ha planteado una mejora al servicio de consulta de placas, la cual se espera implementar en el transcurso de hoy o, a más tardar, mañana. Esta modificación permitirá que el servicio muestre el último estado de cada placa por intermediador, brindando así mayor claridad y trazabilidad en la información. De este modo, si una placa se encuentra activa con algún intermediador, el sistema reflejará el estado correspondiente para cada uno de ellos.
4.5 Resultados de la homologación de códigos de la estación de carril de acuerdo con la información recibida por parte de los operadores.
Desde el último comité, se han realizado mesas de trabajo con operadores para revisar dudas sobre la codificación de carril y los tiempos de reporte. En la revisión de los pasos correspondientes al periodo del 22 al 26 de septiembre, se evidenció una mejora significativa respecto a la evaluación anterior. Considerando la retroalimentación recibida, se identificaron escenarios de falla que afectan los promedios de reporte. La resolución establece que la disponibilidad del sistema, por parte del operador, debe ser del 99%. Por ello, en esta ocasión se excluyó el 1% de los datos con mayor margen de falla y se calculó el promedio con el 99% restante, en concordancia con la normativa.
Respecto a la homologación de códigos de estación de carril, se recuerda que en la reunión anterior se solicitó a los operadores enviar la traslación de los códigos utilizados en la habilitación y los códigos actualmente reportados al SIGT. Hasta la fecha, únicamente se ha recibido respuesta de siete operadores, lo que representa el 15% del total. Esta información es fundamental para la construcción de dashboards públicos, ya que la ausencia de datos completos puede generar reportes erróneos y afectar la transparencia de la información presentada a la ciudadanía. Se solicita a los operadores que hayan enviado la información y no estén en el listado mencionado, que lo informen oportunamente.
4.6 Pruebas piloto del modelo de seguridad.
En cuanto al esquema de seguridad, se informa que entre septiembre y octubre se han realizado mesas de trabajo con algunos integradores, y se tiene previsto continuar con los faltantes durante el mes de octubre. El objetivo es realizar una prueba piloto en noviembre, simulando el escenario de 2024 y utilizando los tags de los siete intermediadores activos a la fecha, en atención a los comentarios del comité anterior. Se reitera la importancia de que los operadores que aún no han enviado la información lo hagan a la mayor brevedad, para poder identificar escenarios puntuales y programar mesas de trabajo específicas. Asimismo, en noviembre se realizará la prueba en terreno del esquema de retrocompatibilidad, empleando los tags de los intermediadores activos.
3. Sesión preguntas
Intervenciones sobre Categorización vehicular
El participante German Velez de concesión Devimed, expuso diversas observaciones relacionadas con la clasificación de vehículos, haciendo especial énfasis en las categorías 2, 3 y 4. Señaló que las categorías 3 y 4, correspondientes a camiones de dos ejes pequeños y grandes según la ANI, suelen confundirse con la categoría 2, que agrupa a buses y busetas, lo que dificulta su identificación y genera numerosas quejas por parte de los usuarios. Indicó que esta confusión se origina, en gran medida, en la forma en que se establecen las tarifas, ya que no siempre es clara la diferencia entre un bus y un camión de dos ejes pequeño, o entre un bus con doble troque trasero y una volqueta pequeña.
Asimismo, German Velez mencionó que, aunque el sistema utiliza fotografías para la identificación, parte de la problemática no radica en errores de clasificación, sino en la propia estructura tarifaria. Destacó que existe un problema particular con los vehículos tipo “turbo”, ya que, a raíz de resoluciones expedidas por el Ministerio desde julio de 2021, algunos turbos son clasificados como camiones grandes y otros como pequeños. En su experiencia, han resuelto esta situación utilizando el tamaño de la llanta como criterio diferenciador.
El participante subrayó la importancia de depurar la información de quejas proveniente de la Superintendencia, ya que la mayoría de estas están asociadas a las categorías mencionadas. Además, hizo un llamado a fortalecer la comunicación y educación hacia los conductores, para que comprendan correctamente la categoría a la que pertenece su vehículo.
Por otro lado, abordó la problemática de los camiones con ejes levantados, indicando que estos vehículos no permiten una revisión adecuada para determinar si llevan carga. Propuso que, en caso de que un camión circule con ejes levantados, se permita la inspección para verificar si efectivamente transporta carga. Explicó que, actualmente, un camión de categoría 7 puede levantar ejes y pasar a ser clasificado como categoría 5 o 6, lo que genera reclamaciones por parte de los usuarios. Señaló que existe una diferencia entre lo que detecta el sistema y la realidad operativa, ya que algunos conductores levantan los ejes para evitar el pago correspondiente, lo que también puede afectar la infraestructura vial.
Finalmente, German Velez sugirió que la tarifa se cobre en función del número de ejes, independientemente de si el vehículo va cargado o no, o bien que se permita la verificación de la carga como medida de control. Concluyó agradeciendo la atención y reiterando la necesidad de revisar estos aspectos para mejorar la gestión y reducir las quejas de los usuarios.
El participante Leiman Joan Macias de concesión Autopista Río Magdalena, manifestó que la posibilidad de permitir la verificación de carga en los vehículos es un tema crítico y delicado, ya que existen vehículos que transportan mercancías sensibles y, en muchos casos, las estaciones de peaje no cuentan con personal adicional para realizar dichas verificaciones. Señaló que, si bien algunas estaciones pueden disponer de dicho recurso, no es una práctica generalizada ni viable para la operación habitual de los peajes. Por tanto, consideró que no corresponde a las estaciones de peaje asumir la función de verificar si un vehículo transporta carga o no.
En respuesta, German Velez indicó que, si un vehículo circula vacío, no debería portar dispositivos de seguridad adicionales. Añadió que, aunque comprende la postura de Leiman Joan Macias Delgan, en la práctica, muchos vehículos circulan vacíos y aun así presentan dispositivos de seguridad, lo que complica la verificación. Leiman Joan Macias Delgan reiteró que, en su opinión, lo más adecuado sería eliminar la posibilidad de levantar ejes, ya que las estaciones de peaje no están en capacidad de determinar si un vehículo va cargado o no, especialmente en el caso de vehículos tipo cisterna.
Por su parte, German Velez complementó que permitir el levantamiento de ejes incentiva prácticas que pueden dañar la infraestructura vial. Explicó que algunos conductores, al levantar ejes para pagar menos peaje, redistribuyen la carga sobre los ejes restantes, lo que incrementa el desgaste de las vías. Además, señaló que existen evidencias, obtenidas mediante cámaras, de que algunos conductores levantan los ejes justo antes de pasar por el peaje para reducir el pago. Consideró que la normativa actual, al permitir el cobro reducido por ejes levantados, fomenta una práctica perjudicial tanto para la infraestructura como para la equidad en el cobro.
En conclusión, German Velez propuso que la solución más justa y racional sería cobrar la tarifa correspondiente al número total de ejes del vehículo, independientemente de si estos se encuentran en el piso o levantados. Alternativamente, sugirió que, en caso de permitirse la verificación de carga, se contemple el tiempo adicional requerido para dicha revisión, sin que este sea contabilizado como tiempo de espera en la operación del peaje, dada la importancia de proteger la infraestructura vial frente a estas prácticas.
El participante Juan Manuel Vicente Perez de Flypass, intervino para referirse a la problemática de la categorización vehicular, señalando que se han venido revisando alternativas para abordar las diferentes situaciones que generan quejas ante la SIC. Explicó que existen dos tipos principales de reclamos: el primero, relacionado con el levantamiento de ejes, y el segundo, con la digitación de placas por contingencia.
Respecto al levantamiento de ejes, indicó que, en ocasiones, empresas de transporte —por ejemplo, las que operan vehículos cisterna— realizan recorridos en los que, tras descargar la carga, los vehículos retornan vacíos y levantan los ejes. Dado que la sensórica actual dificulta determinar si el vehículo va cargado o no, se está evaluando la posibilidad de que, ante una discrepancia por eje levantado, el Ministerio, a través del RNS, habilite una API que permita consultar si el vehículo cuenta con un manifiesto de carga. Si el vehículo tiene manifiesto y va cargado en un trayecto determinado (por ejemplo, Medellín-Bogotá), la consulta en línea permitiría no reconocer el eje levantado y cobrar la tarifa completa. Esta solución, de carácter automático, evitaría la intervención manual y aprovecharía la madurez del RNS para el transporte de carga.
En cuanto a la digitación de placas, señaló que actualmente cerca del 12% de las transacciones del sistema IPR se realizan mediante este mecanismo, debido a fallas en la lectura del TAC, problemas de calibración de antenas o instalación incorrecta del dispositivo por parte del usuario. Ante esta situación, propuso que se utilicen lectores alternativos, conforme a la normativa, y que, en caso de que la placa digitada no corresponda con la leída por el sistema OCR, dichas transacciones sean bloqueadas hasta su revisión, con el fin de reducir este tipo de incidencias, que generan reclamaciones significativas.
Adicionalmente, solicitó que la actualización de la consulta de placas se realice tanto a nivel de portal como de API, ya que para los actores del sistema resulta inviable realizar consultas manuales por cada vehículo registrado; es necesario que los sistemas puedan automatizar este proceso. Finalmente, pidió aclaración sobre los tiempos reportados para los intermediadores, específicamente a qué periodo y qué tipo de medición corresponden, ya que no se cuenta con reportes previos ni se han identificado dificultades recientes en las respuestas.
Por su parte, Fernando Castillo expuso que, en la concesión Coviandina, las diferencias en la categorización de vehículos de tercera y cuarta categoría, así como el manejo de ejes retráctiles, han sido motivo recurrente de PQR. Explicó que, desde 2003, aplican un criterio basado en el peso, sustentado en una certificación de la Superintendencia de Transporte, que establece que la tercera categoría corresponde a vehículos de hasta 10.100 kg y la cuarta a los de más de 10.100 kg, eliminando así la subjetividad asociada al uso de rines o configuraciones de vehículos. Este criterio ha sido adoptado también por otras concesiones del grupo.

En relación con los ejes retráctiles, informó que desde 2023 se publicó en la página web de la concesión el procedimiento para los usuarios, indicando que quienes no certifiquen su peso en báscula deberán pagar la tarifa plena. Se han recibido numerosas PQR por parte de intermediadores, pero se ha trabajado en generar conciencia sobre el procedimiento adecuado. Además, se realizan procesos aleatorios de verificación y, en caso de detectar vehículos que no cumplen con los requisitos, se omite cualquier acuerdo previo.
Finalmente, Fernando Castillo solicitó al Ministerio, de manera formal y por escrito, que la Dirección de Tránsito y Transporte defina de manera clara y uniforme los criterios para la tercera y cuarta categoría, así como las reglas para que los transportadores demuestren el estado de vacío de los vehículos, tal como lo exige la resolución, evitando que las concesiones asuman responsabilidades que corresponden a los transportadores.

La coordinadora de operación de peaje y pesaje, Claudia Ospina de concesión Devimed, expuso dos puntos relevantes respecto a la categorización de vehículos de tercera y cuarta categoría. Explicó que, en su operación, y en concordancia con una comunicación de la ANI, se ha optado por utilizar el criterio del rin para la clasificación: vehículos con rin de hasta 17.5 se catalogan como camión pequeño, y aquellos con rin de 17.5 en adelante como camión grande. Señaló que el criterio del peso no resulta sencillo de validar en las estaciones de peaje, ya que no todos los peajes cuentan con báscula cercana para realizar la comprobación y, en muchos casos, la información de peso disponible es incompleta o poco confiable.
Adicionalmente, indicó que tanto en el pago electrónico como en el pago en efectivo se presentan dificultades para la identificación precisa de los camiones. Por ello, se ha instruido al personal operativo para que, en caso de duda, verifique el rin trasero de la llanta como herramienta óptima para la clasificación en sitio.

Asimismo, Claudia Ospina manifestó que han recibido numerosas PQR relacionadas con estos vehículos, y que la información del RUN utilizada por los intermediadores para la clasificación tampoco es completamente confiable. En la experiencia de la concesión, se han adquirido bases de datos de camiones tipo 2 para realizar la categorización conforme a la resolución de báscula, pero frecuentemente se encuentran registros con pesos brutos incorrectos o irreales.
En cuanto al manejo de ejes retráctiles, explicó que, a nivel de telepeaje, se cobra la categoría correspondiente a la configuración original del vehículo, es decir, considerando el eje levantado, ya que no es factible verificar en tiempo real si el vehículo va cargado o no. En los casos en que se engancha un tráiler diferente o el cabezote circula solo, se realizan reclasificaciones; sin embargo, cuando el vehículo circula con el eje levantado, se mantiene la categoría completa del vehículo para efectos de cobro.

El participante Jhon Gonzalo Lopez Martinez de concesión Proyectos de Infraestructura expuso que, en el marco de los proyectos de infraestructura a su cargo, los principales inconvenientes y reportes de PQRS han estado relacionados con la categorización de vehículos, especialmente en lo referente a vehículos tipo cabezote que han sido configurados como segunda o tercera categoría. Señaló que, al momento de pasar por las estaciones de peaje, la mayoría de los reclamos se presentan en vehículos que transitan con dos o tres ejes del remolque, lo que ha requerido ajustes directos en la categorización. Indicó que, en estos casos, la categoría asignada en el RUN no siempre coincide con la que corresponde al momento del paso por la estación, generando discrepancias que no aplican para su operación. En cuanto a los ejes retráctiles, aclaró que en su operación se cobra por todos los ejes, independientemente de si están levantados o no, aplicando directamente la resolución vigente.
Por su parte, Jose David Lora Carriazo de concesión Autopistas del Nordeste, manifestó que, en el proyecto de Conexión Norte, se ha presentado una situación particular relacionada con el truque de placas, especialmente con el intermediador Flyplass. Explicó que, casi mensualmente, se reciben entre dos y tres PQRS de usuarios que reclaman no haber pasado por el peaje. Tras realizar las validaciones correspondientes, se ha identificado que el problema radica en la expedición de tags, donde se están trucando las placas, lo que genera dudas en el proceso de validación. Aclaró que estos errores afectan al usuario, pero no están relacionados con la operación del peaje.
Conclusiones y recomendaciones sobre categorización y validación GRUPO TIC MT

El Ingeniero Diego Antonio Montañez Saenz, realizó un resumen de los puntos tratados, señalando que aún quedaban intervenciones pendientes, pero procedió a sintetizar las principales conclusiones del tema abordado. Solicitó a los asistentes que, en caso de enfrentar problemas técnicos relacionados con la sensorización que impidan discernir entre categorías vehiculares, documenten detalladamente dichos casos.
Explicó que el interés del equipo es realizar visitas de campo para revisar la situación y, de ser necesario, implementar soluciones inmediatas.
Destacó la diversidad de experiencias y soluciones aplicadas por los diferentes actores, por lo que propuso, en acuerdo con el coordinado Miguel Ricardo Duarte, la realización de mesas de trabajo más pequeñas, similares a las efectuadas tres meses atrás. El objetivo de estas mesas sería escuchar todos los puntos de vista, socializar buenas prácticas y soluciones, y revisar, desde la política pública, los escalamientos realizados a la Dirección de Tránsito y Transporte, con el fin de analizar y ajustar las reglas vigentes, apoyando así los procesos de mejora.
En relación con la gestión de placas, recordó que, conforme a la resolución, si la placa leída por el sistema RFID no coincide con la detectada por las cámaras, debe notificarse en la lista negra para depurar el sistema. En casos puntuales, como los mencionados con el intermediador Play Pass, recomendó documentar la situación y organizar una mesa de trabajo conjunta entre el operador y el intermediador para revisar y resolver el problema.
Asimismo, indicó que, aunque los intermediadores pueden registrar la categoría del vehículo a partir de la información del RUN, la sensorización y la consolidación en el nodo del peaje permiten a los operadores corregir discrepancias y aplicar la tarifa correspondiente.
Por último, aclaró que los tiempos que se están midiendo para los intermediadores corresponden al lapso entre el reporte del paso por parte del operador y la confirmación de este por el intermediador ante el SIGT. Además, informó que la actualización de la consulta de placas estará disponible tanto a nivel de portal (de forma inmediata) como de API (a mediados de octubre), permitiendo así una gestión más eficiente y automatizada.
Finalmente, invitó a los asistentes a plantear cualquier duda adicional respecto a los tiempos de reporte de los operadores al SIGT.

Intervenciones sobre información tecnológica de cada estación de peaje
El participante Carlos Alberto Henao Rojo de concesión Alto Magdalena manifestó que, respecto a los reportes de información tecnológica solicitados, su equipo remitió la información correspondiente el 27 de agosto. Sin embargo, señaló que no fue mencionado en el listado presentado durante la reunión y solicitó aclaración sobre si la información fue recibida correctamente.
En respuesta, Diego Antonio Montañez Saenz explicó que existen dos temas diferenciados: por un lado, la información tecnológica y, por otro, la homologación de códigos de estación de carril. Indicó que el listado leído correspondía específicamente a la homologación de códigos y recomendó revisar si ambos reportes fueron enviados, ya que se gestionan de manera independiente.
El participante Carlos Alberto Henao Rojo confirmó que procederán a revisar el envío de ambos reportes, reiterando su convicción de que la información fue remitida en tiempo y forma. Finalmente, agradeció la aclaración brindada.
El participante César Augusto García Pérez de concesión BTS, planteó una consulta respecto al reporte de la información tecnológica, señalando que no se mencionó en la reunión a quienes ya habían enviado dicha información. Solicitó saber si existe una base de datos o mecanismo que permita identificar qué entidades han cumplido con el envío y cuáles están pendientes.
En respuesta, el ingeniero Diego Antonio Montañez Saenz solicitó a la ingeniera Johana Baquero que leyera el listado actualizado de los reportes recibidos. La ingeniera Johana Baquero Pinilla confirmó que había revisado la información y procedió a leer el listado de operadores que, hasta el corte del viernes, habían remitido la información tecnológica solicitada: APP GICA, Alto Magdalena, SF Convías, Yuma, ICCU, Devimar, Ruta sierra mar, Perimetral Oriente, Ruta al sur, Accesos norte, Alternativas Viales, Autopistas del nordeste, Montes de María, Unión del sur, Vial de los Llanos, Sabana de Occidente, Transversal del Sisga, Thomas Instruments Unión Temporal de Peajes Nacionales, Pisa, Devisab y Autopistas del Río Grande.

Asimismo, solicitó a quienes no fueron mencionados y hayan enviado la información, que indiquen la fecha y el medio de envío para poder hacer el seguimiento correspondiente.
Posteriormente, César Augusto García Pérez consultó sobre la forma correcta de reportar la información, preguntando si debía hacerse por estación, por proyecto o por carriles. Miguel Ricardo Duarte Álvarez aclaró que en la solicitud enviada se estructuró una matriz con columnas específicas para consignar la estación, el concesionario y los datos requeridos, por lo que bastaría con revisar y completar dicha matriz para cumplir con el reporte.
Intervenciones sobre homologación de códigos de la estación de carril
El participante Juan José Pereira Martínez de Autopistas del Caribe, informa que se ha enviado la actualización de los códigos de peaje, indicando que en ese momento solo se contaba con una estación con IP/REV, correspondiente al peaje de Galapa. Explica que dicha actualización incluye los códigos de los carriles, como parte de una migración tecnológica del sistema.
Formula una consulta relacionada con la información técnica solicitada previamente, como lectores, cámaras y sistemas operativos. Pregunta si esta información debe actualizarse nuevamente o si puede ser modificada directamente desde el Ministerio.

El ingeniero Diego Antonio Montañez Saenz indicó que es necesario actualizar la información técnica solicitada, reiterando que ese es precisamente el objetivo del requerimiento.
El participante Leiman Joan Macias expresó que, en su caso, la información ya se encuentra actualizada como resultado de una migración tecnológica reciente. Señaló que dicha migración representa el último dato cargado, por lo que considera que la información está vigente y no ha sufrido modificaciones.

El señor Juan José Pereira Martínez confirmó esta apreciación.
El ingeniero Diego Antonio Montañez Saenz agradeció la disposición de actualizar la planilla correspondiente, destacando que el formato no es complejo y que el Ministerio puede solicitar dicha información en cualquier momento.
El participante Erick Alexander Lara Tuta de Accesos norte, manifestó que, durante el desarrollo de la reunión, revisó los oficios recibidos y no encontró uno relacionado con la homologación de códigos. Indicó que su equipo ya recibió el oficio correspondiente al reporte de información tecnológica, por lo que considera que se trata de un documento distinto. Solicitó amablemente que, en caso de ser posible, se le reenvíe dicho oficio para su revisión.
La ingeniera Johana Baquero. aclaró que, en el último comité, se identificaron diferencias en la codificación de carriles. En ese contexto, se solicitó a los operadores verificar si la codificación de carril otorgada por el Ministerio en el proceso de habilitación coincide con la utilizada en las transacciones de paso. En caso de discrepancias, los operadores deben informar al Ministerio para coordinar una mesa de trabajo con el área técnica, o bien comunicar cuál debería ser la codificación correcta. Se invitó a los operadores a revisar esta información con sus equipos técnicos y reportar cualquier diferencia.
La participante Sandra Janeth Martínez López de Concesión Túnel de Oriente, Informó que su concesión respondió oportunamente al requerimiento sobre codificación de carriles. Solicitó que se valide si dicha respuesta fue recibida, ya que no se mencionó a la Concesión Túnel de Oriente durante la lectura de los operadores que enviaron información.

Cierre del punto y convocatoria a mesas de trabajo
Para cerrar el punto, el ingeniero Diego Antonio Montañez Saenz informó que se compartirá el listado correspondiente, como en ocasiones anteriores. Invitó a los actores que aún no han participado en mesas de trabajo a hacerlo, especialmente aquellos cuyos tiempos de respuesta superan los 8 minutos, aclarando que, aunque no todos presentan esta situación, sí representa la mayoría.
Intervenciones tiempos de transacciones
El participante William Mendoza de FácilPass, informó que se envió un comunicado al Ministerio solicitando mayor claridad sobre la medición de los tiempos, ya que se identificaron discrepancias en la información recibida. Agradeció la realización de mesas de trabajo con otros intermediadores y solicitó una sesión adicional para cotejar los datos entregados.
El participante Julián Esquivel de Openpass, mencionó que se envió un oficio validando los tiempos de respuesta hacia el intermediador, incluyendo confirmaciones de operadores y del sistema SIGT, con evidencia adjunta. Solicitó validar la información generada en el trabajo realizado entre el 22 y el 26 del mes, ya que se identificaron variaciones en las transacciones registradas.
El ingeniero Diego Antonio Montañez Saenz confirmó que se enviará la información correspondiente, aclarando que se está revisando cómo limpiar y medir los tiempos reales de los intermediadores, considerando que los datos actuales pueden incluir tiempos de los operadores.
El participante Esquivel solicitó una mesa de trabajo con el Ministerio para validar esta situación, mencionando que algunos operadores no han confirmado ajustes solicitados desde hace más de 25 días.
El ingeniero Diego Antonio Montañez Saenz indicó que se puede coordinar dicha mesa de trabajo a través de la ingeniera Johana Baquero.
El participante Andrés Gómez de Copiloto, manifestó su preocupación respecto a las cifras presentadas sobre los tiempos de respuesta. Indicó que, en el comité anterior, se expusieron datos similares, ante lo cual Copiloto realizó una revisión interna, ajustes y modificaciones, además de implementar un monitoreo. Como resultado, los datos obtenidos por Copiloto difieren significativamente de los presentados en la sesión. Por ello, solicitó revisar detalladamente la metodología empleada en el análisis y agradeció la información que se pueda compartir al respecto.
El participante Luis Alejandro Amaya Guerrero de Thomas, expresó que, aunque ya se ha revisado la información previamente, considera importante volver a analizarla, dado que las cifras presentadas resultan poco claras. Propuso establecer un marco común de medición que permita a todos los actores validar si están utilizando criterios homogéneos, lo cual facilitaría la alineación de datos en futuras sesiones. Asimismo, solicitó la conformación de una mesa técnica adicional para revisar el tema.

El ingeniero Diego Antonio Montañez Saenz confirmó que se compartirán los datos correspondientes y reiteró que, en las mesas de trabajo iniciales, se identificó que los tiempos reportados incluían también tiempos de los operadores. Por ello, se hará una revisión puntual en las mesas técnicas, las cuales pueden ser coordinadas a través la ingeniera Johana Baquero.
Intervenciones sobre placas duplicadas

El participante Luis Roberto Barreto de Unión Temporal de Peajes Nacional, saluda cordialmente y plantea dos inquietudes relacionadas con el proceso de validación de placas en el sistema TAG:
En relación con la detección de placas que no corresponden al TAG, menciona que, conforme a lo establecido en la resolución vigente, su equipo procede a reportar dicha situación al intermediador. Sin embargo, aclara que desconocen si posteriormente el intermediador incluye dicha placa en la lista negra.
Respecto al procedimiento seguido por los usuarios al adquirir un TAG, indica que estos registran directamente la placa. Por ello, consulta si el intermediador realiza una validación cruzada con el sistema RUNT para verificar que los datos correspondan con los del titular mencionado.
El ingeniero Diego Montañez agradece las preguntas formuladas por el señor Barreto y retoma el tema tratado previamente sobre los tiempos de notificación. 
El participante Juan Manuel Vicente Pérez de Flypass, planteó una propuesta para abordar el problema de las placas duplicadas. Sugirió considerar un modelo en el que un vehículo cuente con un único TAG que permita resolver los inconvenientes que surgen cuando un usuario cambia de intermediador o adquiere un vehículo previamente registrado en otro intermediador. Indicó que esta propuesta será compartida con todos los actores para su análisis y discusión.

El participante Joaquín Vallejo Nieves de Autopistas Urabá, relató un incidente ocurrido en una estación de peaje, donde uno de los vehículos de la concesión, que tiene convenio con Flypass, fue bloqueado por el sistema al detectar que el TAG estaba cancelado. Tras una revisión interna, se comprobó que el TAG estaba activo, pero el sistema lo identificó como perteneciente a otro intermediador (GO Pass), debido a un error en la base de datos. Este error generó una lectura incorrecta que afectó el funcionamiento del sistema. Solicitó revisar este tipo de situaciones, ya que pueden generar bloqueos en los carriles y afectar la experiencia del usuario.

La participante Claudia Ospina de Devimed, expuso un caso puntual relacionado con un usuario que inicialmente estaba vinculado a Flypass y posteriormente solicitó la activación de su TAG en Copiloto. Aunque el usuario ha transitado sin inconvenientes por los peajes operados por su entidad, se ha presentado un conflicto en el reconocimiento de algunos pasos por parte de Copiloto, debido a que Flypass no ha liberado el TAG correspondiente.
Según lo identificado en las listas, la cancelación del usuario en Flypass se realizó con un número de TAG distinto al que tenía realmente asociado, lo que impidió que el sistema completara la cancelación. Este conflicto sigue activo y ha sido trasladado tanto a Copiloto como a Flypass para su resolución. Además, la señora Ospina mencionó otro caso en el que un mismo TAG ha sido utilizado por aproximadamente 15 vehículos distintos, lo que evidencia un uso indebido del dispositivo. En este sentido, enfatizó que los operadores no deben asumir los costos derivados de estas situaciones, ya que la responsabilidad recae en el usuario que presta el TAG.

El participante German Vélez de Devimed, respaldó la necesidad de establecer la portabilidad del TAG y la implementación de un único TAG por vehículo, independientemente del operador que lo haya instalado. Señaló que el TAG debe funcionar como una placa digital única del vehículo, facilitando el cambio de operador sin necesidad de modificar el dispositivo. Esta medida permitiría evitar conflictos como los mencionados por la señora Ospina, incluyendo el uso de TAGs no adheridos al vehículo, errores de digitación y problemas de categorización.
El participante Carlos Alberto Henao Rojo de Alto Magdalena, presentó un caso en el que se obtuvo una lectura correcta del TAG en tres estaciones, confirmada por el intermediador. Sin embargo, al día siguiente, el intermediador informó que el vehículo estaba cancelado, generando confusión sobre la validez de la lectura.
El ingeniero Montañez agradeció los aportes y sugirió que los casos puntuales que no puedan resolverse directamente sean canalizados mediante mesas de trabajo para su revisión. Reconoció que el crecimiento del sistema genera nuevas situaciones que deben ser gestionadas adecuadamente. En cuanto a la portabilidad del TAG, confirmó que se está evaluando su viabilidad, aunque su implementación requerirá cambios estructurales en el sistema IPREV, incluyendo la marcación de los TAGs y el protocolo de manejo de los dispositivos ya en circulación. Se espera que esta solución pueda desarrollarse a mediano plazo.
El participante Leiman Joan Macias de Autopista Magdalena, retomó un requerimiento planteado en una reunión anterior sobre la necesidad de implementar doble autenticación. En línea con lo expuesto por el señor Vélez, destacó que esta medida permitiría validar adecuadamente los pasos, especialmente en casos de evasión de peaje, como vehículos transportados en grúas o que activan el paso de otro vehículo sin tener TAG. Señaló que estas situaciones afectan directamente a los operadores, quienes deben responder por el tráfico registrado, por lo que instó al Ministerio a trabajar en mecanismos que permitan sancionar o prevenir este tipo de irregularidades, que afectan a todas las concesiones y representan una problemática crítica en la operación del sistema IPREV.

La participante Sandra Janeth Martínez López de Concesión Túnel de Oriente, respaldó las intervenciones anteriores sobre la necesidad de implementar un TAG único por vehículo, señalando que en la Concesión Túnel de Oriente se han presentado numerosos reclamos de usuarios que niegan haber transitado por los peajes. Sin embargo, tras realizar validaciones mediante video, se ha evidenciado que los usuarios portaban el TAG en la mano, lo prestaban a terceros o lo utilizaban en vehículos distintos al registrado. Esta práctica genera dificultades en la lectura del dispositivo, especialmente en carriles exclusivos, provocando retrocesos y congestión en la vía. Indicó que esta situación es recurrente en su concesión y afecta directamente la operación.
El ingeniero Montañez agradeció la intervención y solicitó que se remita a la ingeniera Johana Baquero la fecha y el medio por el cual fue enviada la respuesta, con el fin de verificar su recepción y proceder con el seguimiento correspondiente.

La participante Paula González de Copiloto, manifestó su acuerdo con la postura de que no todos los casos puntuales requieren la conformación de mesas de trabajo, salvo que se evidencie recurrencia. En ese sentido, destacó la importancia de identificar soluciones que puedan aplicarse a situaciones repetitivas, como lo mencionado por la señora Claudia Ospina de Devimed.
Indicó que, conforme a la resolución vigente, los intermediadores están obligados a dar de baja a un usuario en un plazo máximo de 24 horas, siempre que el saldo esté en cero y se haya entregado el paz y salvo correspondiente. Sin embargo, señaló que en algunos casos este proceso está tardando entre 3 y 5 días, lo cual puede afectar la experiencia del usuario.
Adicionalmente, mencionó que existen inconsistencias en la actualización de listas en los carriles. Aunque las concesiones actualizan la información en el centro de operaciones, esta no siempre se refleja en los carriles, lo que puede generar situaciones en las que el usuario logra pasar por algunos peajes y por otros no. Esto se debe a que algunos carriles actualizan cada cinco minutos, como lo establece la resolución, mientras que otros no lo hacen de forma oportuna.
Como propuesta, sugirió que, dado el número reducido de intermediadores (seis o siete), se podría establecer una coordinación ágil entre las áreas de operación de las concesiones y los intermediadores saliente y entrante, mediante una llamada breve que permita resolver rápidamente los casos y garantizar la satisfacción del usuario. Recalcó la importancia de generar confianza en el sistema y propuso que se documenten estas situaciones como casuísticas que puedan servir de referencia para casos futuros.

El participante Leiman Joan Macias de Autopista Magdalena, retomó un punto tratado en la sesión anterior, relacionado con la necesidad de reducir los tiempos establecidos para la presentación de reclamaciones. Actualmente, la resolución contempla un plazo de hasta cinco años para que los usuarios puedan presentar reclamaciones sobre pasos realizados, lo cual, en su opinión, representa un riesgo operativo y financiero para los intermediadores, quienes podrían no estar activos en ese periodo. En consecuencia, la responsabilidad recaería en los operadores.
Solicitó que se revise si este aspecto está siendo considerado en la proyección de la nueva resolución.

El ingeniero Montañez agradeció los aportes y comentó que el tema del plazo de cinco años para reclamaciones no ha sido abordado aún, pero será revisado. En cuanto al mal uso del TAG, recordó que el artículo 23 de la resolución establece como obligación del intermediador garantizar la correcta instalación del dispositivo RFID en el vehículo del usuario, asegurando su adecuada lectura y asociación al vehículo correspondiente.
Asimismo, indicó que, en caso de discrepancias entre la placa y el TAG, este debe ser incluido en la lista negra, impidiendo su uso en los peajes del sistema. Invitó a los asistentes a revisar sus procesos internos en relación con esta medida.

El participante Juan Manuel Vicente de Flypass, se refirió al procedimiento establecido en la resolución vigente para los casos en los que la placa registrada no concuerda con el paso del vehículo por el peaje.
Explicó que existen dos escenarios contemplados: uno en el que la discrepancia se debe a un error de lectura por parte de la cámara OCR, y otro en el que la placa efectivamente no corresponde al vehículo que transitó.
Indicó que, si bien la resolución menciona que debe enviarse una transacción de ajuste o validación en estos casos, dicha transacción no se encuentra disponible en el entorno técnico (Swagger), lo que dificulta su implementación. Por ello, propuso que se armonice el contenido de la resolución con los desarrollos técnicos, de modo que los intermediadores puedan identificar correctamente si la discrepancia se debe a un error técnico o a una instalación incorrecta del TAG, y así proceder con las medidas correspondientes, como el bloqueo del vehículo o el reemplazo del dispositivo.

El ingeniero Montañez agradeció el aporte y propuso la conformación de una mesa de trabajo con el equipo de desarrollo para revisar conjuntamente el entorno técnico (Swagger) y alinear los procedimientos con lo establecido en la resolución.

La ingeniera Johana Baquero planteó una inquietud expuesta en el chat, respecto a la responsabilidad sobre la configuración del TAC, preguntando si esta corresponde al usuario o al intermediador.
El ingeniero Diego Antonio Montañez Saenz aclaró que, conforme a lo establecido en la resolución vigente, es el intermediador quien debe garantizar el correcto funcionamiento del TAG en el usuario.
6.Varios
El Coordinador Miguel Ricardo Duarte Álvarez Duarte informó que, en atención a una solicitud realizada a la ingeniera Johanna Baquero, se dará paso a la intervención del intermediador Copiloto.

La participante Paula González solicitó compartir pantalla para presentar un análisis sobre el comportamiento de ajustes en el sistema. Explicó que se realizó un muestreo entre enero y julio de 2025, tomando como referencia cinco concesiones, sin identificar nombres específicos.
Durante su exposición, destacó dos hallazgos relevantes:
Volumen de ajustes: En algunas concesiones, los ajustes representan entre el 4% y el 56% de la transaccionalidad total, con casos extremos que alcanzan hasta el 35%. Esta situación genera un impacto operativo y financiero significativo, especialmente en el contexto de negociaciones relacionadas con el documento electrónico equivalente, ya que cada ajuste implica la emisión de un nuevo documento.

Tiempos de ejecución de ajustes: Se evidenció que algunas concesiones realizan ajustes el mismo día, mientras que otras tardan entre 1 y más de 3 días. En casos críticos, se han registrado ajustes con demoras de hasta 7 a 10 días. Esta variabilidad afecta directamente el cierre contable de los clientes, genera reprocesos y requiere asignación de personal exclusivo para la revisión de ajustes, especialmente en clientes jurídicos con alta transaccionalidad.
Subrayó que esta situación ha incrementado el número de PQRs y ha generado desconfianza en el sistema por parte de los usuarios, quienes en algunos casos prefieren volver al pago en efectivo. Propuso la conformación de una mesa de trabajo entre operadores, intermediadores y el Ministerio para revisar el origen de los ajustes (categoría, eje, lectura de placa, etc.) y establecer soluciones conjuntas que garanticen la trazabilidad y confiabilidad del sistema.

El ingeniero Montañez agradeció la presentación y solicitó a la señora González el detalle de la tipología de ajustes identificados, con el fin de realizar un análisis más profundo. Confirmó que se agendará una mesa de trabajo para abordar el tema.
El participante German Vélez reiteró la necesidad de priorizar la implementación de un TAG único, señalando que muchas de las inconsistencias actuales podrían resolverse con dicha medida. Indicó que su equipo dedica personal exclusivamente a la revisión de bases de datos para resolver inconsistencias, lo cual representa un costo operativo significativo.
Respecto al documento electrónico equivalente, explicó que su concesión desarrolló un software propio de facturación que permite emitir directamente los documentos ante la DIAN, sin necesidad de intermediadores. Este sistema también permite al usuario convertir el documento equivalente en factura a través de la página web, sin generar costos adicionales. Invitó a otras concesiones interesadas a conocer el funcionamiento del software, el cual ha sido integrado exitosamente con el sistema de F2 X.
Asimismo, mencionó que las inconsistencias contables que se presentan al cierre de mes pueden ser gestionadas directamente por los usuarios, sugiriendo que se evite el tránsito por peajes en fechas críticas si existe riesgo de afectación contable. Recalcó que la generación de documentos ante la DIAN es gratuita cuando se realiza directamente, y que cada concesión está obligada a desarrollar su propio sistema de facturación.

El Coordinador Miguel Ricardo Duarte Álvarez, abordó varios temas relacionados con el sistema de operación de IP/REV:
1. Revisión normativa: Informó que se está trabajando en la unificación de las resoluciones vigentes, derogando las de agosto y octubre de 2021, con el objetivo de consolidar un solo acto administrativo que brinde mayor claridad. El documento se encuentra en revisión por la Oficina Asesora Jurídica y se espera su publicación antes de finalizar el año.

2. Mesas de trabajo: Se recordó que en el acta anterior se dejaron compromisos para que operadores e intermediadores solicitaran mesas de trabajo. Algunos actores han cumplido con esta solicitud, mientras que otros no han iniciado el proceso. Se propuso evaluar la posibilidad de realizar una mesa general con todos los intermediadores para revisar tiempos y buenas prácticas.

3. Pruebas piloto y visitas de campo: A partir de octubre se iniciarán visitas técnicas para verificar la infraestructura declarada por los operadores. Se busca validar que los equipos instalados cumplan con los estándares establecidos, especialmente en lo referente a compatibilidad con la norma ISO vigente.

4. Carriles reversibles: Se abrió la posibilidad de habilitar carriles reversibles para contingencias o alto flujo vehicular, siempre que los operadores garanticen la infraestructura necesaria (antenas, cámaras, talanqueras, etc.) contando con la habilitación correspondiente.

5. TAG único: Se reconoció la importancia de avanzar hacia un sistema con TAG genérico, sin marca de intermediador, que permita la portabilidad entre intermediadores. No obstante, se aclaró que su implementación requiere desarrollos tecnológicos complejos y no será inmediata.

6. Buenas prácticas de entrega de TAG: Se hizo un llamado a los intermediadores para garantizar la correcta instalación del TAG en el vehículo del usuario, evitando prácticas como el envío por correo sin verificación de instalación.

7. Campaña de difusión: El Ministerio está preparando material audiovisual para promover el sistema IP/REV, incluyendo videos y piezas informativas que podrían ser difundidas en medios de comunicación.

8. Cifras de crecimiento: Se reportó que al 10 de septiembre de 2025 se han registrado 62.930.232 pasos, superando los 59.208.531 del cierre de 2024. Actualmente, el sistema cuenta con 1.008.000 usuarios activos.

9. Finalización de contratos y discrepancias: Se han recibido 12 solicitudes relacionadas con la terminación de contratos entre operadores e intermediadores, en las que se han planteado modificaciones unilaterales en los porcentajes de comisión. El Ministerio aclaró que no tiene competencia para intervenir en negociaciones privadas y recomendó acudir al artículo 35 de la resolución vigente, que establece el procedimiento para solución de controversias mediante tribunales de arbitramiento.
El participante Leiman Joan Macias de Autopista Magdalena, expresó su preocupación respecto a la solución proyectada en la nueva resolución sobre habilitación de carriles en contingencia. Señaló que dicha propuesta implicaría la habilitación de un nuevo carril IP/REV, lo cual conllevaría costos adicionales para los operadores, contrarios al objetivo de una contingencia operativa.
Explicó que, en el caso de su proyecto, cada estación cuenta con cuatro carriles IP/REV (dos dedicados y dos mixtos), por lo que la exigencia de instalar infraestructura adicional (como antenas) no representa una solución viable. Reiteró que la contingencia debe permitir solventar situaciones excepcionales mediante mecanismos como la digitación manual de placas en carriles en efectivo, sin necesidad de cumplir con todos los requisitos tecnológicos establecidos para carriles IP/REV.
Solicitó que el concepto de contingencia sea revisado cuidadosamente, considerando su aplicación práctica y evitando que se traduzca en una carga económica para los operadores.

El Coordinador Miguel Ricardo Duarte Álvarez Duarte respondió que el Ministerio está validando el concepto de contingencia y que, efectivamente, se busca una solución que permita el paso de vehículos con TAG carriles IP/REV en situaciones excepcionales. Consultó cómo funcionaría el sistema en caso de que el carril habilitado en contingencia sea uno sin tecnología carriles IP/REV.

El participante Leiman Joan Macias de Autopista Magdalena, indicó que una opción viable sería contar con una base de datos de vehículos activos en IP/REV, permitiendo la validación por matrícula mediante digitación manual. Esta medida permitiría resolver el paso sin requerir infraestructura adicional.
Añadió que, en casos de bloqueo de carriles por averías o accidentes, es fundamental contar con alternativas inmediatas que no dependan de la infraestructura tecnológica completa, y que esta flexibilidad debe estar contemplada en la nueva resolución.

El Coordinador Miguel Ricardo Duarte Álvarez Duarte, reconoció la validez del planteamiento y explicó que el Ministerio está en proceso de evaluación de varios temas, incluyendo la señalización, en coordinación con la Agencia Nacional de Seguridad Vial. Indicó que algunos aspectos podrían no estar incluidos en la próxima resolución, pero se están considerando lineamientos técnicos y jurídicos para su eventual incorporación.
Respecto a los carriles reversibles, señaló que su habilitación requiere una solicitud formal por parte del operador, acompañada de la infraestructura correspondiente. Reiteró que el Ministerio está abierto a recibir dichas solicitudes y a realizar las evaluaciones técnicas necesarias para su aprobación.
El participante German Vélez de Devimed, presentó una serie de observaciones técnicas y operativas, agrupadas en seis puntos principales:

1. Carriles reversibles: Explicó que su concesión cuenta con más de 14 años de experiencia en la operación de carriles reversibles, los cuales son esenciales para la gestión del tráfico en vías con alta demanda. Indicó que la normativa actual permite la certificación de estaciones y sentidos de recaudo, lo que habilita el uso de carriles reversibles en distintas configuraciones: IP/REV en ambos sentidos, o IP/REV en un sentido y efectivo en el otro. Señaló que esta flexibilidad es clave para optimizar la operación en estaciones como Palmas y Copacabana, donde se ajusta la dirección de los carriles según el flujo vehicular.

2. Portabilidad del TAG: Afirmó que el TAG contiene el código del emisor, lo cual permite identificar al operador mediante tablas de asociación. Propuso que se incluya una tabla actualizada con la relación entre número de TAG y operador, lo que facilitaría la interoperabilidad sin necesidad de modificar los dispositivos existentes.

3. Fondo de Seguridad Vial (FOSEVI): Solicitó que el valor correspondiente al FOSEVI sea excluido de la comisión de recaudo, ya que representa una tasa destinada al Gobierno Nacional y no a los concesionarios. Explicó que en casos de tarifa cero, el concesionario termina asumiendo el costo de la comisión IP/REV, lo cual considera injusto. Propuso que el FOSEVI se consigne directamente a INVIAS para mayor transparencia.

4. Tarifa diferencial para peaje electrónico: Reiteró la solicitud de establecer una tarifa más baja para el pago electrónico, como incentivo para aumentar su uso. Propuso que el redondeo de tarifas se aplique hacia abajo para IP/REV y hacia arriba para el pago en efectivo, lo que generaría una diferencia progresiva que favorecería el sistema electrónico sin alterar significativamente los contratos vigentes.

5. Claridad normativa sobre reversibles: Explicó que la normativa actual permite la certificación de carriles reversibles siempre que se cumplan los requisitos mínimos, como contar con carriles dedicados para IP/REV y efectivo. Indicó que los carriles mixtos pueden operar en ambos sentidos, y que la certificación debe aplicarse al sentido en el que se utiliza IP/REV.

6. Impacto económico del FOSEVI: Señaló que el valor del FOSEVI, actualmente de 526 pesos, representa un monto significativo cuando se multiplica por el volumen anual de vehículos. Reiteró que este valor no debe estar sujeto a comisión de recaudo por parte de los concesionarios.
Reconoció la validez del planteamiento y explicó que el agradeció las observaciones del señor Vélez y confirmó que se tomará nota de las propuestas, especialmente en lo referente a la habilitación de carriles reversibles y la posibilidad de establecer una tarifa diferenciada para el sistema IP/REV.

El participante Mauricio Amézquita de FTS tecnología, aclaró que, en el contexto del sistema IP/REV, las concesiones no pueden emitir documentos electrónicos con los datos del receptor, ya que no disponen de información como correo electrónico o nombre del usuario. Indicó que esto limita la posibilidad de facturación directa por parte de las concesiones, especialmente en el caso de pagos electrónicos.
Asimismo, respaldó la necesidad de contar con mecanismos de contingencia que permitan garantizar el paso de los usuarios en situaciones excepcionales, sin requerir la habilitación completa de carriles adicionales, lo cual implicaría inversiones significativas.

El participante Héctor Enrique Barragán Valencia, en representación de la Superintendencia de Industria y Comercio, realizó una aclaración respecto al alcance de dicha entidad en el contexto del sistema IP/REV. Indicó que la Superintendencia tiene una competencia residual en materia de protección al consumidor, conforme al artículo 59 de la Ley 1480 (Estatuto del Consumidor), y que dicha competencia se activa únicamente en aquellos aspectos no asignados expresamente a otras autoridades del sector transporte, como la Superintendencia de Transporte.
Señaló que se han iniciado algunas actuaciones administrativas bajo funciones de inspección, vigilancia y control, particularmente en relación con los intermediadores y el pago electrónico de peajes. No obstante, enfatizó que cada caso está sujeto a revisión para determinar si la Superintendencia debe intervenir o si la competencia corresponde a otra autoridad sectorial.
Finalmente, reiteró la disposición de la Superintendencia de participar activamente dentro del marco de sus funciones y competencias.

El participante Tomás González de FacilPass expresó su preocupación respecto a la no renovación de contratos notificada por algunos operadores. Aunque reconoció la postura del Ministerio de no intervenir en negociaciones comerciales entre actores estratégicos, solicitó que se adopte una posición activa frente a la imposibilidad de retornar a la comisión provisional una vez fijado el porcentaje definitivo.
Indicó que esta situación puede afectar la continuidad del servicio mientras se profiere una decisión por parte de un tribunal o juez, y solicitó que el Ministerio se pronuncie formalmente sobre este tema, considerando que no se trata de una negociación comercial sino de una prohibición regulatoria.

El Coordinador Miguel Ricardo Duarte Álvarez Duarte agradeció el comentario del señor González y aclaró que, conforme a la resolución vigente, el Ministerio emitirá las respuestas correspondientes a cada solicitud recibida, basándose en los lineamientos normativos establecidos.
Reiteró que el Ministerio no participa en las negociaciones comerciales entre operadores e intermediadores, y que, en caso de no llegar a acuerdos, se debe aplicar el mecanismo previsto en la norma, que contempla una comisión provisional del 50% de la tarifa pactada. Aclaró que no existe una figura de terminación unilateral de contratos dentro del sistema IP/REV, y que cualquier discrepancia debe resolverse conforme a los procedimientos establecidos.
Asimismo, señaló que se han recibido entre 12 a 15 solicitudes relacionadas con este mismo tema, lo cual evidencia que se trata de una situación recurrente que involucra a operadores específicos. Reiteró que el Ministerio no tiene competencia para intervenir en la definición de porcentajes de comisión ni en la negociación entre las partes.

El participante Ángel Núñez de Ruta Sierra Mar, expuso su preocupación respecto a la carga tributaria que actualmente asumen los concesionarios en el marco del sistema de peajes. Indicó que, además del recaudo del Fondo de Seguridad Vial (FOSEVI), su empresa está sujeta a lo establecido en la Ley 1718 de 2014, la cual contempla un fondo ambiental que representa un 8% adicional sobre la tarifa de peaje. Este valor corresponde a una sobretasa ambiental que se liquida y transfiere a Cormagdalena.
Señaló que, al sumar el valor del FOSEVI (500 pesos) y el 8% ambiental, el porcentaje real que se paga al intermediador supera el 3% pactado contractualmente, alcanzando aproximadamente un 3.78%. En este sentido, manifestó que los concesionarios se han convertido en entidades recaudadoras de tributos, sin beneficiarse directamente de dichos recursos, ya que su función se limita a la administración y transferencia de estos.
Solicitó que la nueva resolución reconozca explícitamente que estos tributos no deben formar parte de la base de cálculo de la comisión de recaudo, dado que no constituyen ingresos para el concesionario y su inclusión distorsiona los valores cobrados por los intermediadores.
El Coordinador Miguel Ricardo Duarte Álvarez Duarte, agradeció la intervención del señor Núñez y reconoció que el tema del FOSEVI y otros tributos asociados exceden el ámbito técnico del sistema IP/REV. Indicó que estos aspectos corresponden a lineamientos generales del Ministerio y que, en conjunto con el comentario previamente realizado por el señor German Vélez, serán considerados para su análisis a nivel institucional.
El participante German Vélez de Devimed, manifestó que el tema del Fondo de Seguridad Vial (FOSEVI) no se encuentra fuera del contexto del sistema IP/REV, ya que la resolución vigente establece claramente que el recaudo se refiere exclusivamente a la tarifa de peaje. Señaló que, desde una interpretación semántica y normativa, el FOSEVI y otros tributos deben considerarse como conceptos separados de la tarifa de peaje, lo cual podría dar lugar a solicitudes formales de interpretación o incluso acciones legales.
Asimismo, expresó su preocupación por la falta de negociación entre operadores e intermediadores, indicando que en muchos casos los operadores reciben comunicaciones unilaterales por parte de los intermediadores, en las que se les informa sobre nuevas tarifas sin posibilidad de discusión. En algunos casos, incluso se les ha notificado que se incluirán costos adicionales por servicios de terceros, como la emisión de facturas ante la DIAN, lo cual excede lo pactado inicialmente.
El señor Vélez destacó que el sistema debería permitir una negociación equitativa entre las partes, considerando los costos reales que enfrentan los operadores, como el mantenimiento de casetas y conexiones. Señaló que, en su caso particular, el recaudo electrónico representa un costo superior al manual, debido al volumen de transacciones y cargos asociados.
Finalmente, denunció prácticas comerciales por parte de algunos intermediadores que ofrecen descuentos directos a los usuarios (por ejemplo, camioneros), mientras que a los operadores les cobran tarifas máximas. Esta situación, según indicó, evidencia una falta de equilibrio en las condiciones comerciales y requiere una revisión para garantizar transparencia y equidad en el sistema.

El Coordinador Miguel Ricardo Duarte Álvarez Duarte, coincidió en que la operación del sistema debe basarse en acuerdos entre las partes, conforme a lo establecido en la resolución vigente. Reiteró que el Ministerio no interviene en las negociaciones comerciales entre operadores e intermediadores, pero que existen mecanismos normativos para resolver desacuerdos, como la aplicación de porcentajes provisionales y el uso de instancias de conciliación.
El participante Jairo Peñaloza de Openpass, inició su intervención aclarando que la empresa Devisab ostenta actualmente los roles de operador e intermediador, lo cual le permite tener una visión integral de los costos y dinámicas de ambos lados del sistema. En relación con el tema de la negociación de tarifas entre operadores e intermediadores, expresó su preocupación por la falta de acuerdos y la persistencia de contratos en estado de OBIP (Oferta de Valor Inicial), algunos de los cuales llevan más de dos años con esa tarifa.
Indicó que, aunque la resolución establece un periodo de OBIP de 60 a 90 días, en la práctica este plazo no se ha cumplido, y los costos asociados a iniciar procesos legales o arbitrales superan los beneficios que podrían obtenerse por ajustes retroactivos. En consecuencia, solicitó que el Ministerio adopte una postura más activa, considerando que existe una tarifa máxima regulada y que el tema no debe tratarse únicamente como una negociación entre privados.
El señor Peñaloza advirtió que, de mantenerse la imposición de tarifas sin negociación, y si todos los operadores aplicaran unilateralmente el porcentaje del 1.85%, Openpass se vería obligado a retirarse del mercado, lo que pondría en riesgo la continuidad del servicio. Por ello, propuso la conformación de una mesa de trabajo específica en la que se puedan presentar argumentos técnicos de ambas partes.
Recordó que en reuniones anteriores el Ministerio había realizado un estudio de mercado, en el cual se incluyeron contratos publicados en la OBIP. Openpass fue uno de los pocos intermediadores que aportó información sobre su estructura de costos, incluyendo gastos operativos, mantenimiento de equipos, comunicaciones, mercadeo y publicidad. Reiteró que estos costos deben ser considerados en cualquier negociación y que es necesario establecer criterios claros y equitativos para la fijación de tarifas.

El Coordinador Miguel Ricardo Duarte Álvarez Duarte, expresó su acuerdo con la intervención del señor Peñaloza y confirmó que el Ministerio está realizando un análisis detallado de las situaciones reportadas por operadores e intermediadores. Indicó que, además de publicar los contratos en la página oficial, se están desarrollando estudios internos para evaluar el impacto de las tarifas y la viabilidad del sistema en caso de que algún actor estratégico se retire del mercado.
Reiteró que la nueva resolución, prevista para publicación antes de finalizar el año, incluirá observaciones recogidas en los comités anteriores. Señaló que, aunque algunos temas como la señalización no serán abordados en esta versión por razones de tiempo, se contempla la posibilidad de emitir un nuevo acto administrativo que incorpore mejoras adicionales.

El participante Juan Manuel Vicente Pérez de Flypass, expresó su acuerdo con las intervenciones realizadas por Tomás González y Jairo Peñaloza, señalando que, desde su perspectiva, el Ministerio sí debe asumir un rol activo en el proceso de negociación de tarifas entre operadores e intermediadores. Indicó que, dado que la normativa obliga a las partes a trabajar conjuntamente, es necesario contar con una instancia que facilite el diálogo y la conciliación, especialmente en lo relacionado con el uso del valor provisional del 1.85% establecido en la resolución.
Manifestó que dicho valor fue definido como una medida temporal, sujeta a revisión por parte del Ministerio una vez se contara con información de mercado suficiente. Sin embargo, advirtió que algunos operadores están utilizando este valor como herramienta de presión en negociaciones actuales, a pesar de que ya existen contratos con tarifas pactadas. En este sentido, señaló que cualquier modificación de tarifa debe ser producto de un nuevo acuerdo entre las partes o, en su defecto, mediante los mecanismos de resolución de conflictos previstos en la normativa.
Finalmente, expresó su preocupación por el impacto económico que tendría una reducción unilateral de tarifas, pasando de un promedio de 3.05% al 1.85%, lo cual implicaría operar en condiciones de pérdida. Solicitó que el Ministerio establezca criterios claros para evitar el uso del valor provisional como elemento coercitivo en negociaciones posteriores.
El participante German Vélez de Devimed, recordó que el mecanismo de resolución de controversias está claramente establecido en la resolución y en los contratos suscritos entre las partes. Indicó que, en caso de desacuerdo, debe convocarse un tribunal de arbitramiento, cuya decisión será vinculante y retroactiva al momento en que se pactó el estado de OBIP. Reiteró que este procedimiento está disponible y que no debe temerse su uso.
El Coordinador Miguel Ricardo Duarte Álvarez Duarte, confirmó que el plazo establecido en la resolución para resolver el estado de OBIP es de 60 días. Señaló que algunos actores han asumido erróneamente que el valor provisional del 1.85% es permanente, lo cual ha generado quejas recurrentes. Reiteró que el Ministerio no interviene en las negociaciones comerciales entre privados, pero puede acompañar el proceso si así se solicita, aportando observaciones técnicas o jurídicas sin asumir un rol decisorio.

El participante Jair Muñoz de Fácil Pass, reiteró la necesidad de que el Ministerio revise la tarifa provisional del 1.85%, considerando que ya se cuenta con información de mercado suficiente para establecer un nuevo valor. Indicó que la permanencia de dicha tarifa, sin ajustes por inflación ni incentivos para salir de ella, ha generado una situación cómoda para algunos operadores, dificultando la negociación de tarifas reales.
Asimismo, señaló que los costos asociados a acudir a un tribunal de arbitramiento son elevados y que el proceso puede extenderse por más de un año, lo cual desincentiva su uso. Advirtió que varios intermediadores están operando en condiciones de pérdida, lo que pone en riesgo la sostenibilidad del sistema y la confianza de los usuarios.
Finalmente, denunció prácticas comerciales que afectan la liquidez del sistema, como la devolución de valores de comisión por parte de algunos intermediadores. Solicitó al Ministerio revisar estas prácticas y emitir una posición oficial, considerando el impacto que podrían tener sobre la estabilidad del sistema.
El señor Vélez complementó lo anterior indicando que, en los tribunales de arbitramiento, el costo suele ser asumido por la parte vencida. Además, sugirió que la Superintendencia de Industria y Comercio revise la legalidad de los descuentos ofrecidos por algunos intermediadores, ya que podrían estar alterando las condiciones del mercado.
El Coordinador Miguel Ricardo Duarte Álvarez Duarte, invitó a todos los presentes a remitir formalmente cualquier situación que consideren una presunta mala práctica o competencia desleal, directamente a la Superintendencia de Industria y Comercio, con copia al Ministerio para conocimiento. Reiteró que el Ministerio no tiene competencia para dirimir disputas comerciales entre privados, pero puede trasladar la información a las autoridades competentes.

La participante Paula González Villota de Copiloto, expresó su acuerdo con las intervenciones anteriores y destacó la necesidad de interpretar adecuadamente la resolución vigente. Señaló que ninguna empresa, ya sea concesión o intermediador, está dispuesta a operar en condiciones de pérdida, por lo que es fundamental garantizar la sostenibilidad del sistema.
Indicó que el estado de OBIP fue concebido como una medida temporal para iniciar operaciones, y que no debe utilizarse como mecanismo para modificar contratos vigentes. Reiteró que cualquier desacuerdo debe resolverse mediante los mecanismos establecidos, sin recurrir a decisiones unilaterales.
Solicitó al Ministerio y a la Superintendencia que se involucren activamente en la regulación y supervisión del cumplimiento de la normativa, y propuso la creación de espacios de diálogo que permitan revisar alternativas que beneficien a todas las partes. Enfatizó que el sistema debe funcionar como una alianza entre operadores e intermediadores, y que es necesario encontrar un equilibrio que garantice eficiencia, sostenibilidad y beneficio para el usuario.

El señor Vélez añadió que existe un caso específico que debe ser regulado: la terminación del contrato de concesión. Indicó que, en su caso, el contrato finaliza en junio de 2026, lo que implica la terminación automática de todos los contratos asociados, incluyendo la certificación. Solicitó que este escenario sea contemplado en la nueva resolución.
El Coordinador Miguel Ricardo Duarte Álvarez Duarte, confirmó que dicho escenario ya ha sido considerado en la nueva resolución, la cual se encuentra en proceso de publicación. Indicó que se espera compartir el proyecto de resolución antes de finalizar el año, para que los actores puedan revisarlo, formular observaciones y verificar que sus aportes hayan sido incluidos.

Intervención de Liliana Yanneth Bohórquez Avendaño – directora de Infraestructura
La directora Bohórquez agradeció la participación de los asistentes y reiteró que el Ministerio ha tomado nota de todas las posturas y solicitudes presentadas. Señaló que preocupa la expectativa de que el Ministerio intervenga en negociaciones privadas, cuando la resolución establece claramente los mecanismos para resolver conflictos.
Invitó a los operadores e intermediadores a utilizar dichos mecanismos y a informar si alguno ya lo ha hecho sin obtener resultados. En caso contrario, no se puede modificar la normativa sin evidencia de su ineficacia.

Respecto a las presuntas malas prácticas o competencia desleal, indicó que deben ser denunciadas ante la Superintendencia de Industria y Comercio, y que el Ministerio no tiene competencia para resolver este tipo de disputas.
Finalmente, informó que el Ministerio está trabajando en la modificación de la resolución, basada en reuniones individuales con intermediadores y una reunión grupal con operadores. Aunque se solicitó información adicional, solo uno de los intermediadores cumplió con el envío. A pesar de ello, el Ministerio continúa con el proceso normativo y espera contar con la colaboración activa de todos los actores.

Cierre de la sesión 
El Coordinador Miguel Ricardo Duarte Álvarez Duarte, agradeció la participación de todos los asistentes y anunció que el acta de la reunión será remitida en un plazo máximo de 10 días para su revisión. Invitó a los participantes a enviar observaciones o sugerencias, y confirmó que el acta será publicada en la página de Colpass para libre consulta.




	Compromisos:

MT-
1. Seguirá trabajando en el proyecto de modificación de la resolución
2. El Ministerio enviará a los intermediadores el detalle de la información técnica requerida para revisión y actualización, así como la matriz para el reporte de infraestructura tecnológica por estación de peaje. 

3. Se implementará una mejora en el servicio de consulta de placas para mostrar el estado por intermediador, facilitando la trazabilidad y depuración de duplicidades. 

4. El Ministerio organizará y convocará mesas de trabajo específicas para revisar tiempos de reporte, homologación de códigos, duplicidad de placas, ajustes y casos puntuales que requieran análisis conjunto. 

5. Se realizarán pruebas piloto del modelo de seguridad y visitas técnicas a partir de octubre para verificar la infraestructura declarada por los operadores. 

6. El Ministerio hará seguimiento a los operadores que no han enviado la información tecnológica y de homologación de códigos, solicitando que confirmen fecha y medio de envío. 

7. Se desarrollará y difundirá material audiovisual para promover el sistema IPREV. 

8. El acta será remitida en un plazo máximo de 10 días para revisión y publicada en la página de Colpass.
Operadores
1. Los operadores que no han enviado la información deben remitirla detallada por estación, incluyendo infraestructura de hardware, software, sensórica y cámaras. 

2. Los operadores deben verificar que la codificación de carril utilizada en habilitación coincide con la reportada en las transacciones. En caso de discrepancias, deben informar al Ministerio y coordinar mesas de trabajo técnicas. 

3. Los operadores que no han participado en mesas de trabajo, especialmente aquellos con tiempos de reporte superiores a 8 minutos, deberán solicitar mesas técnicas con el MT. 

Intermediadores
1. Los intermediadores deben realizar un barrido en sus bases de datos de placas para identificar y depurar registros activos que ya no corresponden al sistema. 

2. Se solicita a los intermediadores revisar sus procesos de validación de placas y TAG, asegurando la correcta instalación y funcionamiento conforme a la resolución vigente. 

	Anexos: 

Enlace grabación
https://mintransporte-my.sharepoint.com/:v:/g/personal/lbaquero_mintransporte_gov_co/ES3ljAt-0KRLkzS0_YoM-zkB3SLoGP-x0gta5Y9PnTavsg?e=1HlyZd&referrer=Outlook.Desktop&referrerScenario=email-linkwithembed
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